[image: image1.png]


TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO
              SALA CIVIL FAMILIA

                        PEREIRA – RISARALDA
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO




       66001-31-03-004-2009-00264-01



                     
[image: image2.png]


          

                SALA CIVIL FAMILIA

                          PEREIRA – RISARALDA                  

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

        SALA DE DECISIÓN CIVIL FAMILIA

Magistrado Ponente:  Jaime Alberto Saraza Naranjo

Pereira, octubre veintidós de dos mil nueve
Expediente 66001-31-03-004-2009-00264-01

Acta N° 555 de octubre 22 de 2009
Decide la Sala la impugnación interpuesta por el demandante contra la sentencia proferida el 3 de septiembre último por el Juzgado Cuarto Civil del Circuito de esta ciudad, en esta acción de tutela propuesta por Antonio José López Patiño frente a la Dirección Territorial de Occidente de la Superintendencia de Servicios Públicos Domiciliarios.
ANTECEDENTES

Actuando en nombre propio, el señor Antonio José López Patiño reclamó la protección de su derecho fundamental de petición que considera vulnerado por la Dirección Territorial de Occidente (DTO).
  



Para ello hizo alusión, en síntesis, a que la referida entidad inició investigaciones por “SILENCIO ADMINISTRATIVO POSITIVO (SAP)” contra la Empresa de Energía de Pereira ESP; que la DTO elevó contra ésta los pliegos de cargos 20098300002236, 20098300002226, 20098300002196 y 20098300002206, sobre los que se presentó descargos y se le dio traslado al accionante que se pronunció y sus escritos de objeción fueron radicados bajo los números 20098300055112, 20098300055092, 20098300055082 y 20098300055132 del 22 de julio de 2009; que en dichos escritos, entre otros aspectos se refirió a “LA CAUSAL DE LOS RECURSOS y a la CADUCIDAD DE LA RECLAMACIÓN” e insistió en que se consideraran los argumentos planteados en dicha oportunidad procesal; que la DTO mediante las resoluciones SSPD-20098300017885, SSPD-20098300017895, SSPD-20098300017915 y SSPD-20098300017905, resolvió cerrar y archivar las respectivas investigaciones, pero no atendió  los argumentos y planteamientos presentados en los memoriales del anexo 4, como le fue solicitado, lo que dio al traste con su derecho de petición 

   



Agregó que la violación consiste, precisamente, en que la entidad no incluyó en la parte motiva de sus resoluciones el análisis correspondiente a aquellos temas de objeción, y en cambio sí entró en contradicción con su asesor legal, ya que aplicó el artículo 154 de la Ley 142 de 1994, cuando dicho asesor había rendido un concepto contrario, de manera que si hubo un cambio de criterio, se ha debido explicar, aclarar o justificar el mismo. 
  



Continuó indicando que no se trata de que por esta vía se discuta la legalidad de la decisión de cierre y archivo de las investigaciones, o que se le ordene a la DTO sancionar a la EEP e imponerle la materialización de los sucesivos silencios positivos, sino que se determine si aquella dependencia atendió de fondo, clara y congruentemente la petición múltiple que se le presentó en los escritos de descargos, porque si ocurrió la vulneración del derecho reclamado, el mismo debe ser protegido, así la decisión sea en el mismo sentido favorable a la investigada, pero exponiendo motivadamente por qué no se comparte el criterio plasmado en el concepto SSPD-OJ-2006-187 sobre la no aplicación de la caducidad.

  



Solicitó, en consecuencia, amparar el derecho fundamental de petición, de manera que la Dirección Territorial de Occidente, deje sin efectos las Resoluciones SSPD-20098300017885, SSPD-20098300017895, SSPD-20098300017915 y SSPD-20098300017905 del 3 de agosto de 2009, y sean “reexpedidas” indiferentemente del sentido de la decisión (favorable o no a la investigada), pero analizando motivadamente los planteamientos expuestos en él, “anexos 4 de esta acción”, principalmente sobre la causal de los recursos y la directriz fijada por su asesor jurídico sobre la caducidad de la reclamación en el concepto SSPD-OJ-2006-187.
Se admitió la acción y se dispuso correr traslado a la accionada por el término de 3 días para que se pronunciara sobre la misma; así lo hizo el director de la entidad, que se opuso a la prosperidad de la demanda argumentando que no se presentaron recursos frente a los actos administrativos de los que se duele el actor, pretendiendo a través de este medio discutir o controvertir las decisiones allí adoptadas; se refirió a la improcedencia derivada de la normativa en materia de silencio positivo cuando se excede el término de oportunidad que establece el artículo 154 de la LSPD (5 meses); que la motivación del acto administrativo correspondiente sí esgrimió sobre los argumentos de la caducidad ante la definición que se hizo acerca de que la pretensión excedía límites legales; que en lo relacionado con el hecho de que se expusiera motivadamente el porqué no se compartía el criterio plasmado en el concepto anunciado por el actor, esa oficina aplica todas las directrices jurídicas impartidas y es cuestión diversa que el usuario pretenda que se aplique la interpretación que él le da a los conceptos; y finalmente, se refirió a la subsidiaridad de la acción de tutela.
El juzgado resolvió negar la protección impetrada indicando que todos los procedimientos adelantados por la accionada se cumplieron conforme a ley; que esta acción no constituye un recurso adicional; que el juez de tutela no puede entrar a controvertir actuaciones que deben ventilarse ante las distintas jurisdicciones; y que el demandante dejó pasar la oportunidad para recurrir las decisiones de las accionadas que le fueron notificadas personalmente.
Inconforme con esa resolución, impugnó el accionante porque considera que el juzgado no analizó si el hecho o la omisión demandada existió o no, y si en tal evento la omisión vulneraba el derecho de petición; que su solicitud está dirigida a que se tuvieran en consideración los argumentos planteados en esa oportunidad procesal, indistintamente de la decisión que se adoptara y trajo a colación copia de sentencia de otro Tribunal en la que se concedió un amparo, dice, en iguales circunstancias a las que ahora nos ocupan. Pidió, entonces, revocar el fallo y amparar el derecho reclamado.
Ahora, se procede a decidir bajo estas:

CONSIDERACIONES

Se acude en esta ocasión ante el juez constitucional con el fin de que proteja el derecho fundamental de petición que el ciudadano Antonio José López Patiño dice que le está siendo vulnerado por la entidad accionada, al no tener presente, en las resoluciones que dieron pie al cierre de unas investigaciones iniciadas frente a la Empresa de Energía de Pereira, algunos de los argumentos que planteó en la oportunidad procesal correspondiente.
  La critica contra la sentencia del funcionario de primer grado se hace girar en torno a que perdió el norte de lo solicitado con la acción de tutela, porque no analizó si el hecho o la omisión demandada existió y si se configuró la violación del derecho fundamental cuya protección se reclama. 
Pero aquí hay varias cuestiones por resolver. Una de ellas tiene que ver con el alcance del derecho de petición al interior de una actuación administrativa.  Y esto, porque como ocurre con los procesos judiciales, aquél derecho tiene un restringido margen, porque no puede tenerse por tal la intervención de las partes en el curso de aquellos, dado que sus solicitudes deben ser resueltas siguiendo las reglas propias de cada procedimiento. Otro tanto ocurre en materia administrativa: si una situación planteada por un interviniente dentro de una actuación administrativa tiene un cauce legal para ser resuelta, no puede afirmarse, en modo alguno, que esté de por medio el derecho de petición. He ahí lo que diferencia la cuestión aquí planteada con otra que cita el accionante, en la que sí hubo de por medio un derecho de petición.
En múltiples ocasiones así ha sido expuesto por la propia Corte Constitucional; en una de ella, dijo: 

“2.2.  El alcance del derecho de petición sobre materias que son objeto de procedimientos administrativos:
 
Desde sus primeros pronunciamientos la jurisprudencia constitucional  estableció diferencias entre el derecho de petición que se ejerce, en interés general o particular,  con la finalidad de hacer posible  el acceso de las personas a la autoridad pública, y las solicitudes que se formulan en el marco de actuaciones administrativas que se encuentran reguladas por la ley. 
Sobre el particular señaló: 
 
 “El derecho de petición tiene por finalidad hacer posible el acceso de las personas a la autoridad pública para que ésta, se vea precisada no solamente a tramitar sino a responder de manera oportuna las solicitudes elevadas por aquéllas en interés general o particular, pero no tiene sentido cuando la administración ha asumido de oficio una actuación que adelanta ciñéndose a los términos y requerimientos legales. En tales eventos las reglas aplicables para que se llegue a decidir sobre el fondo de lo solicitado son las que la ley ha establecido para el respectivo procedimiento, que obligan a los particulares involucrados tanto como a las dependencias oficiales correspondientes, de modo tal que -en la materia propia de la decisión final- no tiene lugar la interposición de peticiones encaminadas a que el punto objeto de la actuación administrativa se resuelva anticipadamente y por fuera del trámite normal”[21].
 
 Conforme a lo señalado el reparo del demandante sobre la omisión del órgano de investigación fiscal respecto de una solicitud orientada al archivo de la actuación administrativa que cursa en su contra, se debe resolver no como presunta violación al derecho de petición, sino como eventual vulneración al debido proceso, en particular al derecho de defensa, si se llegare a demostrar que tal omisión comporta una dilación injustificada de los términos establecidos en el estatuto que regula el procedimiento aplicable a los juicios de responsabilidad fiscal (Ley 610 de 2000), y que ello repercute en su derecho de defensa.” 

 
En este caso, como se mencionó, no se discute que la Dirección accionada hubiese resuelto con violación del debido proceso, sino que no le dio respuesta a lo que el accionante supone que fue un derecho de petición, pero que, en realidad, no fue más que su intervención dentro del trámite administrativo seguido contra la Empresa de Energía de Pereira S.A. E.S.P.

Un segundo aspecto tiene que ver con que siendo aquél trámite uno de aquellos que la Ley le ha asignado de manera exclusiva a la Superintendencia demandada, es evidente que la acción de tutela es improcedente cuando el afectado cuenta con otro mecanismo de defensa judicial, como lo era en este caso el recurso de reposición que, bien dice el mismo impugnante en su escrito inicial, no ejercitó; si allí es donde se discute la pertinencia de la sanción que se pretendía frente a la Empresa de Energía, es obvio que contra la decisión de la entidad de archivar las investigaciones adelantadas, siendo como era, susceptible de ese ordinario recurso, ha debido emplearse, con todo y que ello implicara un trámite adicional y que, en caso de no accederse a lo suplicado, se tuviera que recurrir a la acción contencioso administrativa pertinente. 
Existe suficiente claridad, hoy por hoy, acerca de que esta acción constitucional es residual o subsidiaria; esto significa que sólo procede en la medida en que el afectado con la acción o la omisión de una autoridad no cuente con otro mecanismo de defensa judicial idóneo que le permita poner a salvo sus derechos fundamentales. Por eso el numeral 1º del artículo 6º del decreto citado trae como causal de improcedencia de aquella, precisamente, el que existan esos medios.
Entonces, la improcedencia aquí es por partida doble: por un lado, porque no se interpuso el recurso que el mismo accionante reconoce que procedía contra las decisiones de la Superintendencia; y por el otro, por que ellas han podido ser sometidas al escrutinio del juez natural, esto es el que corresponda en la jurisdicción contencioso administrativa, por largo y tedioso que pueda parecer el proceso que allí corresponda adelantar, que no son razones suficientes para desconocer el límite que tiene la acción de tutela para su interposición. 
Otro aspecto que impide acceder al amparo, es que el demandante discute que la entidad no tuvo en cuenta unos conceptos rendidos con anterioridad sobre la caducidad de la reclamación, concretamente el identificado como SSPD-OJ-2006-187.  Ese no solo es un aspecto de orden jurídico y de hermenéutica que corresponde a quien por ley tiene la carga de resolver sobre la violación de deberes por parte de las empresas prestadoras de servicios públicos, que el juez constitucional no puede invadir, sino que, si se miran bien las resoluciones emitidas por la Superintendencia, allí quedó plasmado que para el caso de la caducidad se apoyó en un concepto de la oficina jurídica de ese organismo posterior al que menciona el recurrente, esto es, el concepto SSPD-OJ-2006-308. Definida la caducidad de la reclamación con apoyo en dicho concepto, era suficiente para definir el asunto.  Otra cosa es que la nueva intelección que se le dio al artículo 154 de la Ley 142 de 1994 no colme las expectativas del accionante, pero ello, por sí solo, no justifica que se acuda a este medio que, también está dicho con suficiencia, no se erige en una nueva instancia. 

Por lo demás, al comenzar las consideraciones, se dijo en cada una de las resoluciones que el asunto se resolvía con fundamento en las pruebas y argumentos planteados por las partes, es decir, que no podría tampoco concluirse que fueron ajenas a los pronunciamientos que en su momento hizo el accionante. 
Ahora, para responder el argumento del impugnante en el que alude a la unificación de la jurisprudencia, fácil es concluir que el caso que trae a relación no se identifica con éste, porque en aquél sí hubo una petición inicial a la Superintendencia que ella no respondió en forma clara y concreta; aquí, se repite, no fue un derecho de petición el que se elevó, sino que fueron las objeciones propias del trámite administrativo seguido frente a la empresa de servicios públicos y eso, como quedó establecido, marca la diferencia entre los dos asuntos. 

Si lo anterior fuera poco, salta a la vista un problema de legitimación por activa. Ciertamente, Antonio José López Patiño viene actuando ante la Superintendencia como mandatario de Carmen Emilia Piedrahita Ospina, quien a su vez es representante legal de las Propiedades Horizontales Edificio Aníbal Marulanda, Edificio Banco del Comercio, Unidad Residencial La Sierra y Edificio Pindaná. Ocurre, sin embargo, que en la petición inicial no señaló si la protección la invoca para sí o para estas personas jurídicas. 

Si fuera lo primero, hay que decir que quien actúa en representación de otra persona en actuaciones judiciales o administrativas no puede arrogarse los derechos fundamentales que a aquella le son inherentes; es decir, si el mentado derecho de petición se hizo valer ante la accionada para la satisfacción de los intereses de las personas morales aludidas, es también en beneficio de ellas, y no del actor, que ha debido pedirse la protección en esta oportunidad. 

Y si lo segundo, si en realidad se pretende el amparo del derecho de petición que le atañe a las propiedades horizontales, entonces queda claro que el señor López Patiño carece de toda legitimación para intervenir, porque, primero, no es el afectado; segundo, no ha dicho que sea abogado titulado ni ha promovido la actuación en esa calidad; y tercero, de haberlo hecho, tendría que acreditar su condición de apoderado judicial de las mismas personas por medio del poder especial otorgado para proponer esta acción, en calidad de abogado titulado, se insiste.

Es decir, que no se  da en este caso ninguno de los presupuestos de que trata el artículo 10 del Decreto 2591 de 1991; ni siquiera el de la agencia oficiosa, porque tampoco se anunció tal forma de promoción de la demanda ni se afirmó por qué la representante legal de las entidades no podía comparecer por sí misma. 

Suficiente lo anterior para descartar la posibilidad de la protección invocada por el señor Antonio José López Patiño, lo que implica que la sentencia de primer grado será confirmada.
DECISIÓN

Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Civil Familia, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, CONFIRMA la sentencia dictada por el  Juzgado Cuarto Civil del Circuito de esta ciudad, en esta acción de tutela propuesta por Antonio José López Patiño frente a la Dirección Territorial de Occidente (DTO) de la Superintendencia de Servicios Públicos Domiciliarios (SSPD).
Notifíquese  la decisión a las partes en la forma prevista en el artículo 5o. del Decreto 306 de 1992 y remítase el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

FERNÁN CAMILO VALENCIA LÓPEZ                       CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS









� Corte Constitucional, sentencia T-297-06
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